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“Ley para Regular los Depósitos de Fondos Públicos y para Proveer sobre su Seguridad” 

 
Ley Núm. 69 de 14 de agosto de 1991, según enmendada 

 

(Contiene enmiendas incorporadas por las siguientes leyes: 

Ley Núm. 223 de 17 de diciembre de 2015 

Ley Núm. 38 de 21 de enero de 2018 

Ley Núm. 228 de 2 de octubre de 2018) 

 

 

Para disponer que todos los fondos de entidades gubernamentales se depositen en instituciones 

financieras previamente designadas como depositarias de fondos públicos por el Secretario de 

Hacienda de Puerto Rico, proveer para que dichos fondos estén protegidos por garantía 

colateral suficiente; disponer sobre los valores aceptables como garantía colateral y proveer 

para su custodia; establecer la exclusión para la prestación de garantía colateral; disponer sobre 

el depósito de fondos públicos en país extranjero; autorizar al Secretario de Hacienda a requerir 

el pago de intereses a los depositarios de fondos públicos y autorizar a la Rama Judicial a 

negociar el pago de intereses sobre sus propios depósitos; facultar al Secretario de Hacienda a 

adoptar los reglamentos necesarios para hacer efectiva esta ley y a imponer sanciones 

administrativas por violaciones a esta ley y sus reglamentos; proveer para la evaluación 

financiera de las instituciones depositarias de fondos públicos y disponer para el cobro de 

cargos por realizar dichos exámenes; derogar la Ley Número 7 del 17 de agosto de 1933, según 

enmendada, la Ley Número 318 del 13 de mayo de 1949, según enmendada, y la Ley Número 

58 del 17 de abril de 1952, según enmendada. 

 

 

Decrétase por la Asamblea Legislativa de Puerto Rico: 

 

 

CAPÍTULO I — DISPOSICIONES GENERALES 

 

 

Sección 1.1. — Título. (7 L.P.R.A. § 251 nota) 

 

 Esta ley se conocerá como “Ley para Regular los Depósitos de Fondos Públicos y para 

Proveer sobre su Seguridad”. 

 

Sección 1.2. — Definiciones Generales. (7 L.P.R.A. § 251) 

 

 A los fines de esta ley, los siguientes términos tendrán el significado que a continuación se 

expresa: 

(1) “Comisionado” significa el Comisionado de Instituciones Financieras. 

(2) “Depositaria de fondos públicos” significa aquella institución financiera que de conformidad 

con las disposiciones de esta ley es autorizada por el Secretario de Hacienda para recibir depósitos 

de fondos públicos mediante la formalización de un contrato. 
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(3) “Entidad gubernamental” significa toda agencia, departamento, instrumentalidad, junta, 

oficina, comisión, dependencia o corporación pública del Estado Libre Asociado de Puerto Rico e 

incluye los municipios y cualesquiera de sus dependencias, así como las Ramas Legislativa y 

Judicial. 

(4) “Institución financiera” significa cualquier banco, institución de ahorro y préstamos, 

compañía de fideicomisos autorizada por el Comisionado a realizar negocios bancarios, 

cooperativa de ahorro y crédito, la Asociación de Empleados del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico o sucursal de los mismos, que esté haciendo o que haga negocios en Puerto Rico. 

(5) “Secretario” significa el Secretario de Hacienda del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. 

 

Sección 1.3. — Designación de los depositarios de fondos públicos.  (7 L.P.R.A. § 251a) 

 

 Todos los fondos de las entidades gubernamentales deberán estar depositados en 

instituciones financieras que puedan responder con garantía colateral suficiente, integrada por 

valores o instrumentos (incluyendo cartas de crédito irrevocables) previamente seleccionados de 

conformidad con esta Ley y el reglamento aprobado por el Secretario. 

 Las instituciones financieras serán previamente designadas por el Secretario como 

depositarias de fondos públicos, pero en el caso de las cooperativas de ahorro y crédito la 

designación la hará el Secretario en consulta con el Inspector de Cooperativas. La designación 

como depositaria de fondos públicos se hará mediante la formalización de un contrato entre el 

Secretario y la institución financiera. 

 Los fondos que estuvieren bajo la custodia y a disposición de cualquier funcionario de una 

entidad gubernamental se depositarán en la institución financiera que sea depositaria de fondos 

públicos seleccionada por el respectivo funcionario. 

 

Sección 1.4. — Exclusión de la regla sobre depositarios de fondos públicos. (7 L.P.R.A. § 

251b) 

 

 El Secretario podrá eximir del cumplimiento con la Sección 1.3 de esta ley al Banco 

Gubernamental del Fomento para Puerto Rico, al Banco de Desarrollo Económico para Puerto 

Rico, y al Banco y Agencia de Financiamiento de la Vivienda de Puerto Rico, debido a la 

naturaleza de estas instituciones así como de los negocios que realizan. 

 

Sección 1.5. — Exención del requisito de garantía colateral. (7 L.P.R.A. § 251c) 

 

 El Secretario, cuando existan circunstancias que así lo ameriten, podrá eximir de la regla 

de prestación de colaterales generales y aceptar otra forma distinta de garantía colateral, o no exigir 

alguna, si se trata de un contrato para financiamiento de autoridades donde sea necesario crear 

fondos especiales en fideicomiso. 

 

Sección 1.6. — Depósitos en país extranjero. (7 L.P.R.A. § 251d) 

 

 Los depósitos de fondos públicos en un país extranjero se harán para el ejercicio de 

funciones de entidades gubernamentales en tal país y se limitarán a aquellas cantidades 

estrictamente necesarias para cubrir los gastos operacionales de la entidad en dicho país. 
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 Los depósitos en un país extranjero se harán en instituciones financieras que hacen 

negocios en Puerto Rico o en un corresponsal o afiliada, cuando dicha institución financiera no 

tenga una sucursal en el país extranjero. 

 En el caso de depósitos en un país extranjero, el Secretario requerirá a la institución 

financiera que hace negocios en Puerto Rico, garantía colateral adicional suficiente para respaldar 

dichos depósitos. 

 

Sección 1.7. — Condiciones para ser depositaria de fondos públicos. (7 L.P.R.A. § 251e) 

 

 Para ser designada como depositaria de fondos públicos de conformidad con las 

disposiciones de esta ley, toda institución financiera deberá: 

1. estar organizada bajo las leyes del Estado Libre Asociado de Puerto Rico; o 

2. estar organizada bajo las leyes de los Estados Unidos de América o de cualesquiera de sus 

estados o de un país extranjero y estar registrada o autorizada para hacer negocios en Puerto Rico; 

3. realizar en efecto negocios en Puerto Rico; 

4. formalizar un contrato de depósito y prestación de colateral con el Secretario; y 

5. cumplir con los requisitos relacionados con la condición económica que se establezcan por 

reglamento. 

 

Sección 1.8. — Examen de los depositarios de fondos públicos. (7 L.P.R.A. § 251f) 

 

 El Secretario o su representante autorizado tendrá facultad para realizar exámenes 

periódicos de los depositarios de fondos públicos a los fines de asegurar el cumplimiento con las 

disposiciones de esta ley y sus reglamentos. 

 Asimismo el Secretario estará facultado para establecer un sistema de información diaria 

que le permita conocer los datos sobre las transacciones realizadas con fondos públicos y con las 

garantías colaterales de éstos. 

 

Sección 1.9. — Custodia de las colaterales. (7 L.P.R.A. § 251g) 

 

 El Secretario será el depositario y custodio de las colaterales que garantizan los depósitos 

de fondos públicos. No obstante, podrá contratar dicha custodia con instituciones financieras de 

conformidad con los requisitos que establezca por reglamento, incluyendo el tipo de garantía que 

requerirá. 

 No obstante lo anterior, una institución financiera nunca podrá ser custodia de su propia 

colateral. 
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CAPÍTULO II — COLATERALES DE FONDOS PÚBLICOS 

 

 

Sección 2.1 — Definiciones de términos aplicables a las garantías colaterales. (7 L.P.R.A. § 

252) 

 

 A los fines de este Capítulo y de las otras disposiciones aplicables de esta ley, los siguientes 

términos tendrán el significado que a continuación se expresa: 

(l) “Corporación de compensación” significa una corporación registrada como una agencia de 

compensación bajo las leyes de valores federales o una corporación: 

(a) en la cual por lo menos el noventa por ciento (90%) de sus acciones de capital son poseídas 

por o a nombre de una o más organizaciones, ninguna de las cuales, con excepción de una 

bolsa o asociación de valores nacional, posee más de veinte por ciento (20%) de las acciones 

de capital de la corporación, y cada una de las cuales 

(i) está sujeta a supervisión o reglamentación bajo las disposiciones de leyes bancarias 

federales, estatales o de Puerto Rico o de leyes de seguros estatales o de Puerto Rico, 

(ii) es un corredor o un traficante o una compañía de inversiones registrada bajo las leyes 

federales de valores, o 

(iii) es una bolsa nacional o asociación nacional de valores registrada bajo las leyes 

federales de valores; y 

(b) cuyo balance de acciones de capital es poseído por individuos que hayan adquirido tales 

acciones en o antes de la fecha de haber tomado posesión de sus cargos como oficiales o 

directores de dicha corporación y que han adquirido solamente aquella cantidad de acciones 

de capital que es necesaria para cualificar como directores. 

(2) “Intermediario financiero” significa una institución financiera, una corporación de 

compensaciones o cualquier otra persona o designado de cualesquiera de éstos, que en el curso 

normal de su negocio mantiene cuentas de valores para sus clientes y que actúa en tal capacidad. 

(3) “Valor” significa valores evidenciados por certificados, valores no evidenciados por 

certificados y valores en los cuales la titularidad de los mismos se mantiene en sistemas 

electrónicos. Si un valor es evidenciado por certificado, los términos “valor” y “valor evidenciado 

por certificado” pueden significar el derecho sobre dicho valor, el instrumento que evidencia dicho 

valor, o ambos, según el contexto así lo requiera. 

(4) Un “valor evidenciado por certificado” significa una acción, participación u otro interés en la 

propiedad o una empresa del emisor o una obligación del emisor, el cual: 

(a) está representado por un instrumento emitido al portador o de forma registrada; 

(b) es de un género comúnmente empleado en la bolsa o mercado de valores o comúnmente 

reconocido en cualquier área en la cual se haya emitido o empleado como medio de inversión; 

y 

(c) es de una clase o serie o que por sus términos divisible por clase o serie de acciones, 

participaciones, intereses u obligaciones. 

(5) Un “valor no evidenciado por certificado” significa una acción, participación, u otro interés en 

la propiedad o una empresa del emisor o una obligación del emisor, el cual: 

(a) no está representando por un instrumento y la transferencia del mismo es registrada en los 

libros mantenidos para tales efectos por o a nombre del emisor; 

(b) es del tipo comúnmente empleado en la bolsa o mercado de valores; y 
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(c) es de una clase o serie, o que por sus términos es divisible por clase o serie de acciones, 

participaciones, intereses u obligaciones. 

(6) Un valor evidenciado por certificado es emitido en “forma registrada” si especifica la persona 

con derecho al valor o a los derechos que éste representa y su traspaso puede ser registrado en 

libros mantenidos para dicho propósito por o a nombre del emisor, o el valor así lo indica. 

(7) Un valor evidenciado por certificado está emitido “al portador” si pasa al portador conforme a 

sus términos y no por razón de algún endoso. 

 

Sección 2.2. — Forma de Garantía Colateral. (7 L.P.R.A. § 252a) 

 

(1)  El Secretario podrá aceptar como colateral para garantizar fondos públicos bajo las 

disposiciones de este Capítulo, valores evidenciados por certificados, valores no evidenciados por 

certificados y valores en los cuales la titularidad de los mismos se mantiene en sistemas 

electrónicos. El Secretario estará facultado para establecer preferencias en los valores que aceptará 

como colateral y para requerir que la colateral se preste mediante un valor en específico. 

(2)  Además de los colaterales dispuestos en el inciso (1) de esta Sección, y los designados por el 

Secretario mediante reglamentación ya adoptada o a ser posteriormente adoptada de conformidad 

a las disposiciones de la Sección 4.4 de esta Ley, el Secretario aceptará como colateral elegible 

cartas de crédito irrevocables emitidas por entidades que disfruten de una clasificación de AAA o 

AA, o su equivalente, de  Moody’s, Standard & Poor’s, Fitch o cualquiera otra agencia crediticia 

reconocida internacionalmente que sea aceptada por el Secretario. A manera de ejemplo, siempre 

que disfruten de una clasificación de AAA o AA, o su equivalente, las cartas de crédito 

irrevocables emitidas por el Federal Home Loan Bank de New York, conocidas como Municipal 

Letters of Credit, (MULOCs por sus siglas en inglés), serán consideradas como colateral aceptada 

y elegible dentro de este inciso. 

 Todos los valores o instrumentos, incluyendo cartas de crédito irrevocables, o las sumas de 

éstas, designados por el Secretario o por esta Sección como aceptables, se aceptarán por su valor 

en el mercado y, serán suficientes para garantizar el cien por ciento (100%) de los fondos públicos 

depositados con los depositarios designados. Si por el contrario, hubiese un exceso neto a favor 

del depositario designado entre el valor en el mercado de la colateral y el monto de los fondos 

depositados, el Secretario, a petición de tal depositario, podrá devolver la colateral en exceso y 

ejercerá su discreción para determinar la clase o clases de valores o instrumentos designados que 

devolverá al depositario designado. 

 De tiempo en tiempo el Secretario cotejará el valor en el mercado de los valores o 

instrumentos ofrecidos como colateral. Si los valores o instrumentos han caído por debajo de su 

valor en el mercado al momento de ser aceptados como colateral, el Secretario requerirá del 

depositario el complemento de ésta. 

 Esta disposición prevalecerá sobre cualquier otra disposición de ley que no estuviere en 

armonía con lo aquí dispuesto. 

 

Sección 2.3. — Constitución de la prenda. (7 L.P.R.A. § 252b) 

 

 Una institución financiera designada como depositaria de fondos públicos habrá 

constituido una prenda efectiva y válida contra terceros, a favor del Secretario, sobre cualquier 
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colateral que garantice fondos públicos, al cumplir con las disposiciones de los Artículos 1756 y 

1757 del Código Civil de Puerto Rico y esta Sección. 

 A estos fines, se habrá constituido una prenda a favor del Secretario: 

(1) cuando el Secretario o una institución financiera designada por éste como custodio de 

colaterales de fondos públicos, adquiera posesión de un valor evidenciado por certificado; o 

(2) cuando la prenda a favor del Secretario sobre un valor evidenciado por certificado, sea anotada 

en el registro donde está inscrita la titularidad de dicho valor a favor de la institución financiera 

que constituye la prenda; o 

(3) cuando un intermediario financiero, que no sea una corporación de compensaciones, envíe 

confirmación al Secretario de la constitución de la prenda a su favor, e identifique por entrada de 

jornal o de cualquier otra manera, que a favor del Secretario se ha pignorado- 

(a) un valor específico evidenciado por certificado en posesión de un intermediario financiero; 

o 

(b) una cantidad de valores que constituyan o sean parte de un grupo fungible de valores 

evidenciado por certificados en posesión de un intermediario financiero o de valores no 

evidenciados por certificados registrados a nombre de un intermediario financiero; o 

(c) una cantidad de valores que constituyan o sean parte de un grupo fungible de valores que 

aparecen acreditados en la cuenta de un intermediario financiero o en los libros de otro 

intermediario financiero; - o 

(4) cuando una corporación de compensaciones haga a favor del Secretario las entradas apropiadas 

en sus libros, reduciendo la cuenta del deudor pignoraticio y aumentando la cuenta del acreedor 

pignoraticio por el monto del valor pignorado o el número de acciones u obligaciones pignorados, 

siempre y cuando dicho valor aparezca a nombre del deudor pignoraticio en los libros de la 

corporación de compensaciones, esté bajo el control de la corporación de compensaciones, y esté 

registrado a nombre de una corporación de compensaciones, un banco custodio o un designado de 

cualesquiera de éstos. A los fines de esta disposición, el término “banco custodio” significa un 

banco o compañía de fideicomisos que actúa custodio de valores para una corporación de 

compensación, las cuales son reglamentadas, supervisadas y examinadas por el gobierno del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico o el gobierno de los Estados Unidos de América o el 

gobierno de cualesquiera de sus estados. 

 Si el valor pignorado a favor del Secretario es parte de un grupo fungible de valores que 

reúna las características descritas en los párrafos (3) (b) y(c) de esta Sección, se entenderá que el 

Secretario es acreedor pignoraticio del interés proporcional que en dicho valor tiene en dicho grupo 

fungible. 

 

Sección 2.4. — Excepción. (7 L.P.R.A. § 252c) 

 

 Los requisitos de los Artículos 1762, 1763 y 1764 del Código Civil de Puerto Rico no 

aplicarán para establecer una prenda a favor del, Secretario. 
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CAPÍTULO III — INTERESES SOBRE DEPÓSITOS DE FONDOS PÚBLICOS 

 

 

Sección 3.1. — Convenio sobre el tipo de interés. (7 L.P.R.A. § 253) 

 

 El Secretario exigirá el pago de interés sobre todos los depósitos de fondos públicos. El 

pago anual de intereses sobre depósitos de fondos públicos en cuentas corrientes, de ahorro o de 

cualquier otra naturaleza, se hará al tipo de interés que acuerden el Secretario y la institución 

depositaria de éstos. 

 Se faculta al Secretario a revisar de tiempo en tiempo el interés acordado mediante contrato 

con cada institución financiera y a realizar las negociaciones sobre este asunto que más beneficien 

al interés público. La revisión del interés también aplicará a los contratos formalizados con 

anterioridad a la vigencia de esta ley. 

 

Sección 3.2. — 0bligación de pagar intereses. (7 L.P.R.A. § 253a) 

 

 Toda institución financiera designada como depositario de fondos públicos estará obligada 

a abonar intereses sobre los depósitos, de conformidad con lo dispuesto en la Sección 3.1 y los 

términos del contrato que a estos fines suscriba con el Secretario. 

 

Sección 3.3. — Disposición especial para la Rama Judicial. (7 L.P.R.A. § 253b) 

 

 La Rama Judicial a través del Juez Presidente del Tribunal Supremo o del Director 

Administrativo de los Tribunales por delegación de éste podrá suscribir convenios con cualquier 

banco designado como depositario de fondos públicos para acordar los intereses que habrá de 

recibir por concepto de los fondos depositados en cuentas bancarias, los cuales podrán exceder el 

interés fijado en los contratos negociados a tenor con las Secciones 3.1 y 3.2 de esta ley y 

cualesquiera otras condiciones, servicios o prestaciones dirigidas al mejoramiento de los servicios 

que la Rama Judicial presta a la ciudadanía relacionados con el manejo de fondos. Dichos 

convenios garantizarán el que se ponga en riesgo la liquidez y solvencia de la Rama Judicial. 

 Cuando se trate de fondos públicos, el producto de dichos intereses podrá ser depositado 

por la Rama Judicial en cuentas especiales separadas en las instituciones bancaria de su selección 

que estén cobijadas por esta ley. En el caso de intereses sobre otros fondos que estén bajo su 

custodia, depositados en cualquier tipo de cuenta bancaria, la Rama Judicial mediante reglamento 

que adopte el Juez Presidente del Tribunal Supremo o el Director Administrativo de los Tribunales 

por delegación de éste, podrá determinar la porción razonable de esos intereses que podrá depositar 

en las cuentas especiales antes mencionadas, para cubrir los gastos y otras responsabilidades en 

que incurre dicha Rama por el servicio de recibo, contabilidad, control, custodia y entrega de estos 

depósitos y para aportar el financiamiento de sus proyectos especiales. 

 El Departamento de Hacienda continuará recibiendo los recursos que producen los 

depósitos aquí considerados, a base del interés acordado de 1/20 del uno por ciento (1%) anual en 

cuentas corrientes. El exceso negociable pasará a formar parte de la Rama Judicial. 

 Los fondos así depositados serán utilizados por la Rama Judicial a través del Juez 

Presidente del Tribunal Supremo o del Director Administrativo de los Tribunales por delegación 

de éste, para cubrir gastos de proyectos especiales de ésta. 
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 La Rama Judicial someterá anualmente un informe a la Asamblea Legislativa sobre el uso 

y disposición de los fondos producto de las negociaciones aquí establecidas. 

 Los intereses recibidos y depositados conforme dispone esta sección no podrán ser 

destinados a cubrir gastos ordinarios y de funcionamiento. Los sobrantes de dichos fondos en cada 

año fiscal podrán ser utilizados por la Rama Judicial en años fiscales siguientes con la limitación 

aquí indicada. 

 Los fondos que se generen de conformidad a lo dispuesto en esta Sección serán utilizados 

para proyectos especiales, y por lo tanto, no menoscabarán en ninguna forma la asignación de 

fondos en años siguientes para gastos ordinarios de funcionamiento para la Rama Judicial. 

 

Sección 3.4. — Disposición especial para la Rama Legislativa. [Nota: La Ley 228-2018 añadió esta 

Sección] 

 

 La Cámara de Representantes de Puerto Rico y el Senado de Puerto Rico, a través de sus 

respectivos Presidentes, o de las personas en quien éstos deleguen mediante orden administrativa, 

podrán suscribir convenios con cualquier banco designado como depositario de fondos públicos 

para acordar los intereses que habrán de recibir por concepto de los fondos depositados en cuentas 

bancarias, los cuales podrán exceder el interés fijado en los contratos negociados a tenor con las 

Secciones 3.1 y 3.2 de esta Ley y cualesquiera otras condiciones, servicios o prestaciones dirigidas 

al mejoramiento del manejo y administración de fondos que los respectivos Cuerpos realizan para 

su debido funcionamiento. Dichos convenios garantizarán el que no se ponga en riesgo la liquidez 

y solvencia de la Cámara de Representantes de Puerto Rico o del Senado de Puerto Rico, según 

corresponda.   

 En lo que respecta a los organismos adscritos a la Asamblea Legislativa, exceptuando a la 

Oficina de Servicios Legislativos y a la Superintendencia del Capitolio, ambos Presidentes, o las 

personas en quien éstos deleguen mediante orden administrativa, podrán suscribir convenios con 

cualquier banco designado como depositario de fondos públicos para acordar los intereses que 

habrán de recibir por concepto de los fondos depositados en cuentas bancarias, los cuales podrán 

exceder el interés fijado en los contratos negociados a tenor con las Secciones 3.1 y 3.2 de esta 

Ley y cualesquiera otras condiciones, servicios o prestaciones dirigidas al mejoramiento del 

manejo y administración de fondos que los respectivos Cuerpos realizan para el debido 

funcionamiento de tales organismos adscritos a la Asamblea Legislativa.  Dichos convenios 

garantizarán el que no se ponga en riesgo la liquidez y solvencia de ambos Cuerpos Legislativos. 

 En lo concerniente a la Oficina de Servicios Legislativos, la Superintendencia del Capitolio 

y la Oficina del Contralor de Puerto Rico, el Director de la Oficina de Servicios Legislativos, el 

Superintendente del Capitolio y el Contralor de Puerto Rico, según corresponda, podrá suscribir 

convenios con cualquier banco designado como depositario de fondos públicos para acordar los 

intereses que habrán de recibir por concepto de los fondos depositados en las respectivas cuentas 

bancarias de las entidades que representan, los cuales podrán exceder el interés fijado en los 

contratos negociados a tenor con las Secciones 3.1 y 3.2 de esta Ley y cualesquiera otras 

condiciones, servicios o prestaciones dirigidas al mejoramiento del manejo y administración de 

fondos que ellos realizan para el debido funcionamiento de sus respectivas entidades. 

 No obstante lo dispuesto en las Secciones 3.1 y 3.2 de esta Ley, el producto de los intereses 

de dichos fondos públicos será depositado por la autoridad correspondiente de la Rama Legislativa, 

en cuentas especiales separadas en las instituciones bancarias de su selección que estén cobijadas 
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por esta Ley, con el objetivo de sufragar gastos de proyectos especiales y no los gastos ordinarios 

y de funcionamiento de la Cámara de Representantes, del Senado de Puerto Rico, de los 

organismos adscritos a la Asamblea Legislativa, de la Oficina de Servicios Legislativos, de la 

Superintendencia del Capitolio y de la Oficina del Contralor de Puerto Rico.  Los sobrantes de 

dichos fondos en cada año fiscal podrán ser utilizados por la Rama Legislativa en años fiscales 

siguientes, siempre y cuando los mismos no sean destinados a sufragar gastos ordinarios y de 

funcionamiento de las entidades concernidas, sino proyectos especiales de las mismas.  De tal 

manera, que el Departamento de Hacienda no continuará recibiendo los recursos o intereses que 

producen los depósitos aquí considerados. 

 Los presidentes de la Cámara de Representantes y del Senado de Puerto Rico someterán 

anualmente un informe conjunto a la Asamblea Legislativa sobre el uso y disposición de los 

intereses de los referidos depósitos de la Rama Legislativa. 

 

 

CAPÍTULO IV — DISPOSICIONES FINALES 

 

 

Sección 4.1. — Sanciones Administrativas. (7 L.P.R.A. § 254) 

 

 En adición a cualquier otra acción administrativa que proceda, cualquier institución 

financiera o persona que viole las disposiciones de esta ley o sus reglamentos podrá ser sancionada 

con multa administrativa que no será menor de quinientos (500) dólares ni mayor de mil (1,000) 

dólares. 

 Si subsiguientemente se incurriera en la misma violación, la multa administrativa no será 

menor de dos mil (2,000) dólares ni mayor de cinco mil (5,000) dólares. 

 Las multas aplicarán por separado a cada violación de ley o reglamento. El incumplimiento 

con las disposiciones de esta ley y sus reglamentos podrá conllevar además la cancelación de la 

designación de una institución financiera como depositaria de fondos públicos. 

 

Sección 4.2. — Evaluación de la condición financiera. (7 L.P.R.A. § 254a) 

 

 El Secretario podrá solicitar al Comisionado que examine las instituciones financieras a ser 

designadas o que hayan sido designadas como depositarias d fondos públicos para determinar la 

condición de sus finanzas o para asegurar el cumplimiento con las disposiciones de esta ley y sus 

reglamentos. Cuando el examen se realice a una institución financiera cuya autorización para 

operar no es emitida por la Oficina del Comisionado, se cobrará por concepto de derechos la 

cantidad de cien (100) dólares por día o fracción del mismo, por cada funcionario que intervenga 

en dicho examen. Los cargos por cada examen nunca serán menores de quinientos (500) dólares. 

 Los fondos que se recauden por concepto de los derechos aquí establecidos ingresarán al 

Fondo Especial creado por la Ley Núm. 20 de 9 de abril de 1976, según enmendada. 
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Sección 4.3. — Norma de Interpretación. (7 L.P.R.A. § 254b) 

 

 Esta ley deberá interpretarse liberalmente con el fin de lograr la mayor efectividad de sus 

propósitos. El cumplimiento sustancial de sus distintas disposiciones será suficiente para dar 

validez a un gravamen a favor del Secretario de Hacienda de Puerto Rico y jurisdicción a los 

tribunales de Puerto Rico para hacerlo efectivo. 

 

Sección 4.4. — Reglamentación.  (7 L.P.R.A. § 254c) 

 

 El Secretario adoptará los reglamentos que sean necesarios para poner en vigor las 

disposiciones de esta ley. 

 Las disposiciones de los reglamentos promulgados al amparo de Ley Núm. 7 del 17 de 

agosto de 1933, según enmendada, y de la Ley Núm. 318 del 13 de mayo de 1949, según 

enmendada de la Ley Núm. 58 del 17 de abril de 1952, según enmendada, continuarán en vigor 

hasta que sean enmendadas o derogadas, siempre y cuando no estén en conflicto con las 

disposiciones de esta ley. 

 

Sección 4.5. — Derogación. 

 

 Se deroga la Ley Núm. 7 del 17 de agosto de 1933, según enmendada, la Ley Núm. 318 

del 13 de mayo de 1949, según enmendada, y la Ley Núm. 58 del 17 de abril de 1952, según 

enmendada. 

 

Sección 4.6. — Vigencia. — Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación. 

 

 

 

 

 
Nota. Este documento fue compilado por personal de la Oficina de Gerencia y Presupuesto del Gobierno de 

Puerto Rico, como un medio de alertar a los usuarios de nuestra Biblioteca de las últimas enmiendas aprobadas 
para esta Ley. Aunque hemos puesto todo nuestro esfuerzo en la preparación del mismo, este no es una 

compilación oficial y podría no estar completamente libre de errores inadvertidos; los cuales al ser tomados en 
conocimiento son corregidos de inmediato (email: biblioteca OGP). En el mismo se han incorporado todas las 

enmiendas hechas a la Ley a fin de facilitar su consulta. Para exactitud y precisión, refiérase a los textos originales 
de dicha ley y a la colección de Leyes de Puerto Rico Anotadas L.P.R.A..  Las anotaciones en letra cursiva y entre 

corchetes añadidas al texto, no forman parte de la Ley; las mismas solo se incluyen para el caso en que alguna ley 
fue derogada y ha sido sustituida por otra que está vigente.  Los enlaces al Internet solo se dirigen a fuentes 

gubernamentales. Los enlaces a las leyes enmendatorias pertenecen a la página web de la Oficina de Servicios 
Legislativos de la Asamblea Legislativa de Puerto Rico.  Los enlaces a las leyes federales pertenecen a la página 

web de la US Government Publishing Office GPO de los Estados Unidos de Norteamérica. Los enlaces a los 
Reglamentos y Ordenes Ejecutivas del Gobernador, pertenecen a la página web del Departamento de Estado del 

Gobierno de Puerto Rico. Compilado por la Biblioteca de la Oficina de Gerencia y Presupuesto. 
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Véase además la Versión Original de esta Ley, tal como fue aprobada por la Legislatura de Puerto Rico. 

 

 
 

 

⇒⇒⇒ Verifique en la Biblioteca Virtual de OGP la Última Copia Revisada (Rev.) para esta compilación. 
 

Ir a: www.ogp.pr.gov ⇒ Biblioteca Virtual ⇒ Leyes de Referencia—INVERSIONES.   
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